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Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual

Sala Especializada en Protección al Consumidor

Resolución 0504-2019/SPC-Indecopi

Expediente 0059-2018/CPC-Indecopi-PIU

Procedencia:
Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura

Procedimiento:
De parte

Denunciantes:
Alejandro Callirgos Rivas Smith

Francesca Ríos Rojas

Denunciada:
Los Portales S.A.

Materias:
Deber de idoneidad improcedencia

Actividad:
Actividades inmobiliarias realizadas con bienes propios o arrendados

Sumilla: Se confirma la resolución venida en grado, en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta contra Los Portales S.A., por presunta infracción de los artículos 18 y 19 de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello, en tanto no quedó acreditado que se negó de manera injustificada a devolver a los denunciantes el monto cancelado por concepto de cuota inicial para la adquisición del inmueble.

De otro lado, se revoca la misma, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra la denunciada; y, en consecuencia, se declara improcedente la denuncia por presunta infracción de los artículos 1°.1 literal c) y artículo 49 de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello, en tanto que, a la fecha de presentación de la denuncia, la presunta cláusula abusiva del contrato de compraventa, que determinaba el pago de una penalidad del 30% el incumplimiento en el pago del inmueble, no fue opuesta a los denunciantes, por lo que carecían de interés para obrar.

En consecuencia, se deja sin efecto la misma en el extremo de la medida correctiva ordenada, la multa impuesta de cinco (5) UIT, el pago de costas y costos del procedimiento y la inscripción en el RIS.

Lima, 25 febrero del 2019

Antecedentes

1. El 30 de octubre del 2018, el señor Alejandro Callirgos Rivas y la señora Smith Francesca Ríos Rojas (en adelante, la sociedad conyugal) denunciaron a Los Portales S.A.1 (en adelante, Los Portales), ante la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura2 (en adelante, la Comisión) por presunta infracción de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), en atención a los siguientes hechos:

(i) El 1 de setiembre del 2017, celebró un contrato de compraventa de bien futuro con Los Portales, siendo objeto del mismo, un inmueble que formaba parte del proyecto “La Planicie de Piura - V Etapa”;

(ii) el 30 de setiembre del 2017, la sociedad conyugal solicitó a la denunciada la resolución contractual y la devolución del pago de la cuota inicial ascendente a US$ 3 102,40, en tanto sus madres se encontraban delicadas de salud, por lo que tenían que realizar gastos resultando imposible cumplir con la obligación contraída;

(iii) mediante carta del 9 de octubre del 2017, Los Portales dio respuesta a su solicitud y le indicó que no procedía su pedido en vista del conocimiento previo de las condiciones establecidas en el contrato y le recordó que, conforme a la cláusula décimo tercera, en caso de incumplimiento de tres cuotas cualesquiera o las dos últimas, podría dar por resuelto unilateralmente el contrato, reteniendo el 30% del precio de venta pactado por concepto de penalidad, la cual consideraba una cláusula abusiva;

(iv) la denunciada no reconoció las razones objetivas y justificadas por las cuales solicitaba resolver el contrato de compraventa celebrado, por lo que estaba impidiendo injustificada e irrazonablemente su derecho a poner fin al contrato conforme lo establecía el Código Civil que regulaba la posibilidad de resolución del mismo por causa no imputable o caso fortuito a una de las partes.

2. Mediante Resolución 1 del 19 de febrero del 2018, la Secretaría Técnica de la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura (en adelante, la Secretaría Técnica de la Comisión) admitió a trámite la denuncia interpuesta por la sociedad conyugal contra Los Portales, imputando las siguientes infracciones:

(i) Los Portales se habría negado a devolver a la sociedad conyugal el monto cancelado como cuota inicial, lo que constituiría una presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código; y,

(ii) Los Portales habría incluido en la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa de bien futuro que, ante el incumplimiento de pago de tres cuotas cualesquiera o dos consecutivas, podría optar por dar por resuelto unilateralmente el contrato reteniendo dl 30% del precio de venta pactado por concepto de penalidad, lo que constituiría una presunta infracción de los artículos 1°.1 literal c) y 49 del Código.

3. Por Resolución 2 del 26 de marzo del 2018, la Secretaría Técnica de la Comisión declaró rebelde a la denunciada en tanto no presentó sus descargos dentro del plazo legal establecido.

4. El 26 de marzo del 2018, Los Portales presentó sus descargos, señalando lo siguiente:

(i) La sociedad conyugal no solicitó el refinanciamiento de su deuda u otra alternativa que le permitía afrontar las obligaciones contraídas, lo que evidenciaba que solo quería exonerarse de las obligaciones legalmente contraídas, afectando los derechos de su contraparte;

(ii) la configuración del caso fortuito o fuerza mayor debía ser declarada judicialmente, lo que no había ocurrido en el presente caso;

(iii) el contrato suscrito por la sociedad conyugal no incluía ninguna cláusula que obligara a la resolución del mismo sin penalidad en caso alguna parte lo solicitara; por el contrario, el Código Civil estipulaba que los contratos eran obligatorios entre las partes y que la resolución se aplicaba para el caso de incumplimiento del contrato con contraprestaciones recíprocas;

(iv) el único mecanismo de resolución del contrato celebrado era por incumplimiento de pago, lo cual fue informado debidamente en la carta notarial que fue cursada a la sociedad conyugal;

(v) la cláusula décimo tercera del contrato solo consagraba expresamente el remedio contractual legislado en el Código Civil para el caso del incumplimiento de la contraparte, por lo que no se podría alegar que se estaría violando la buena fe contractual;

(vi) la cláusula décimo tercera no cumplía con las condiciones para determinar que era una cláusula abusiva; y,

(vii) la cláusula materia de denuncia ya había sido analizada previamente en anteriores pronunciamientos del órgano de segunda instancia y en el contexto de contratos parecidos, determinándose que no constituía cláusula abusiva.

5. Mediante Resolución 693-2018/Indecopi-PIU del 18 de julio del 2018, la Comisión emitió el siguiente pronunciamiento:

(i) Declaró infundada la denuncia interpuesta contra Los Portales por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en tanto no quedó acreditado que la denunciada se negó injustificadamente a devolver a la sociedad conyugal el monto cancelado por la cuota inicial;

(ii) declaró fundada la denuncia interpuesta contra Los Portales por infracción de los artículos 1°.1 literal c) y 49 del Código, en tanto quedó acreditado que la denunciada incluyó en la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa de bien futuro que, ante el incumplimiento de pago de tres cuotas cualesquiera o dos consecutivas, por lo que podría optar dar por resuelto unilateralmente el contrato reteniendo el 30% del precio de venta pactado por concepto de penalidad; sancionándola con una multa de cinco (5) UIT;

(iii) ordenó a Los Portales, en calidad de medida correctiva que, en un plazo no mayor a quince (15) días hábiles contados a partir del día siguiente de la notificación de la resolución, cumpla con inaplicar la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa celebrado con la sociedad conyugal;

(iv) condenó a Los Portales al pago de costas y costos del procedimiento; sin perjuicio del derecho de la sociedad conyugal de solicitar la liquidación de las costas y costos una vez concluida la instancia administrativa; y,

(v) dispuso la inscripción de Los Portales en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi (en adelante, el RIS).

6. El 21 de agosto del 2018, Los Portales apeló la Resolución 693- 2018/Indecopi-PIU, señalando los siguientes argumentos:

(i) El contrato era válido y su contenido fue aceptado por ambas partes; no obstante, la sociedad conyugal pretendía desconocer las obligaciones contraídas en este;

(ii) la sociedad conyugal incumplió con el pago de tres cuotas correspondientes a los meses de octubre, noviembre y diciembre del año 2017, por lo que mediante carta notarial del 19 de diciembre del 2017 y de acuerdo a la cláusula décimo tercera del contrato, procedió a resolver de manera unilateral el mismo, aplicándole la penalidad del 30% del precio de venta pactado al capital abonado;

(iii) la cláusula décimo tercera no resultaba abusiva en tanto fue establecida expresamente, siendo aceptada por los denunciantes al momento de suscribir el contrato;

(iv) la cláusula penal era aplicada por el incumplimiento de la contraparte y como sanción al bloquear el inmueble para posibles ventas a clientes que sí podían cumplir con sus obligaciones, por lo que no se estaba creando una situación de desventaja ni anulando derechos, sino precisaba una consecuencia legalmente válida establecida en el Código Civil;

(v) la cláusula décimo tercera del contrato solo consagraba expresamente el remedio contractual legislado en el Código Civil para el caso del incumplimiento de la contraparte, por lo que no se podría alegar que se estaría violando la buena fe contractual;

(vi) en la resolución apelada, la Comisión no analizó de manera adecuada lo referido a la buena o mala fe de la cláusula décimo tercera, dedicando solo una línea en dicho extremo para determinar la infracción, por lo que no se encontraba debidamente motivada;

(vii) el monto de la penalidad no podía ser materia de análisis o determinación por parte de la entidad administrativa, siendo el poder judicial el ente competente para estimar si la penalidad era elevada o baja; incluso, fijar la penalidad sobre el monto pagado por el consumidor, conllevaría a que algunos incumplimientos fueran indemnizados con un monto menor a otros, castigándose a aquellos que cumplieron con pagar más cuotas frente a que aquellos que cumplieron menos;

(viii) la cláusula sétima y décimo tercera eran estipulaciones que regulaban situaciones distintas, estableciéndose en la primera el pago de una garantía al celebrarse el contrato de compraventa y no establecía ningún tipo de penalidad, mientras que la segunda establecía la penalidad del 30% del precio de venta en caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el contrato;

(ix) la cláusula materia de denuncia ya había sido analizada previamente en anteriores pronunciamientos del órgano de segunda instancia y en el contexto de contratos parecidos, determinándose que no constituía cláusula abusiva, vulnerándose los principios de razonabilidad y predictibilidad; y,

(x) la Comisión no graduó debidamente la sanción impuesta, cuestionando los factores de graduación utilizados, por lo que no ameritaba la imposición de una multa onerosa.

7. Por Proveído 1 del 12 de octubre del 2018, la Secretaría Técnica de la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Secretaría Técnica de la Sala) informó a las partes que el expediente fue elevado a esta instancia. Dicho proveído fue notificado a los denunciantes el 25 de octubre del 2018.

8. El 8 de noviembre del 2018, la sociedad conyugal presentó un escrito en el cual absolvía y se adhería a la apelación presentada por Los Portales en el extremo que le resultó desfavorable, señalando lo siguiente:

(i) Los Portales negó la devolución de la cuota inicial pagada en base a la cláusula décimo tercera del contrato sin tomar en cuenta el motivo que justificaba la resolución del mismo, el cual consistía en la delicada situación de salud en que se encontraban sus madres, la cual se acreditaba con la documentación presentada en el procedimiento, por lo que resultaba imposible seguir pagando las cuotas del contrato celebrado;

(ii) el Código Civil establecía la posibilidad de resolver el contrato por causas no imputables como en el presente caso, al ser un caso fortuito que impedía la ejecución de la obligación contractual;

(iii) la cláusula décimo tercera era abusiva, en tanto desconocía el derecho del consumidor de resolver el contrato por causa sobrevenida por caso fortuito o fuerza mayor, estableciendo condiciones muy perjudiciales para el consumidor por lo que resultaba desproporcionada e irrazonable; y,

(iv) en caso de incumplimiento por parte de Los Portales, no se establecía ninguna penalidad favorable a los denunciantes.

9. Mediante Resolución 0290-2019/SPC-Indecopi del 30 de enero del 2019, la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala) tuvo por adherida a la sociedad conyugal respecto al extremo referido a la negativa injustificada de Los Portales de devolver a la sociedad conyugal el monto cancelado como cuota inicial para la adquisición del inmueble, en virtud del contrato de compraventa celebrado entre ambas partes.

Análisis
Sobre el deber de idoneidad

10. El artículo 18 del Código define a la idoneidad de los productos y servicios como la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado. A su vez, el artículo 19 del Código indica que el proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos3.

11. En ese sentido, los proveedores tienen el deber de brindar los productos y servicios ofrecidos en las condiciones acordadas o en las que resulten previsibles, atendiendo a la naturaleza y circunstancias que rodean la adquisición del producto o la prestación del servicio, así como a la normatividad que rige su prestación.

12. El supuesto de responsabilidad administrativa en la actuación del proveedor impone a este la carga procesal de sustentar y acreditar que no es responsable por la falta de idoneidad del bien colocado en el mercado o el servicio prestado, sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas o porque pudo acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de responsabilidad4. Así, una vez acreditado el defecto por el consumidor o la autoridad administrativa, corresponde al proveedor acreditar que este no le es imputable.

13. En concordancia con lo anterior, cabe precisar que el artículo 173 del TUO de Ley del Procedimiento Administrativo General señala que la carga de la prueba recae sobre los administrados5, lo cual guarda relación con lo establecido por el artículo 196 del Código Procesal Civil, aplicado de manera supletoria al presente procedimiento6, y según el cual quien alega un hecho asume la carga de probarlo7.

14. En el presente caso, la sociedad conyugal denunció a Los Portales indicando que solicitó a la denunciada la resolución del contrato de compraventa de bien futuro y la devolución del pago de la cuota inicial ascendente a US$ 3 102,40, en tanto sus madres se encontraban delicadas de salud, por lo que tenían que realizar gastos, resultando imposible cumplir con la obligación contraída; no obstante, mediante carta del 9 de octubre del 2017, Los Portales dio respuesta a su solicitud, indicándole que no procedía su pedido en vista del conocimiento previo de las condiciones establecidas en el contrato.

15. La Comisión declaró infundada la denuncia interpuesta contra Los Portales por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en tanto no quedó acreditado que la denunciada se negó injustificadamente a devolver a la sociedad conyugal el monto cancelado por la cuota inicial.

16. En su adhesión a la apelación presentada por Los Portales, la sociedad conyugal señaló que:

(i) Los Portales negó la devolución de la cuota inicial pagada en base a la cláusula décimo tercera del contrato sin tomar en cuenta el motivo que justificaba la resolución del mismo, el cual consistía en la delicada situación de salud en que se encontraban sus madres, la cual se acreditaba con la documentación presentada en el procedimiento, por lo que resultaba imposible seguir pagando las cuotas del contrato celebrado; y,

(ii) el Código Civil establecía la posibilidad de resolver el contrato por causas no imputables como en el presente caso, al ser un caso fortuito que impedía la ejecución de la obligación contractual.

17. Sobre el particular, cabe señalar que, de los alegatos presentados por las partes se verifica que no resulta un hecho controvertido en el presente procedimiento que se haya celebrado un contrato de compra venta de un bien futuro entre la sociedad conyugal y Los Portales y que la primera haya cancelado a la denunciada el monto de US$ 3 102,40 por concepto de cuota inicial por la compra de dicho inmueble.

18. De otro lado, obra en el expediente la carta remitida por el señor Alejandro Callirgos Rivas –persona que forma parte de la sociedad conyugal– del 30 de setiembre del 2017 dirigida a Los Portales, aportada por los denunciantes8, en la cual solicita a la denunciada la resolución contractual y la devolución del pago de la cuota inicial ascendente a US$ 3 102,40, en tanto sus madres se encontraban delicadas de salud, por lo que tenían que realizar gastos resultando imposible cumplir con la obligación contraída.

19. Asimismo, obra en el expediente, la carta de respuesta de Los Portales del 9 de octubre del 2017, aportada por la sociedad conyugal9, en la cual le indicó que no procedía su pedido de devolución en vista del conocimiento previo de las condiciones establecidas en el contrato y que en el referido documento constaba la firma de la sociedad conyugal, por lo que, todo consumidor suscribía un documento previa lectura y entendimiento de los expresado en el mismo.

20. De otro lado, obra en el expediente información médica sensible –fichas de atención médica, exámenes realizados, entre otros– aportada por los denunciantes10, referida al estado de salud de las madres de ambos integrantes de la sociedad conyugal.

21. De la valoración conjunta de los medios probatorios anteriormente mencionados, esta Sala puede afirmar que, si bien ha quedado acreditado la delicada situación de salud en que se encontraban las madres de ambas personas que constituían la sociedad conyugal, lo cierto es que la sociedad conyugal no ha presentado medios probatorios que acrediten que existía la imposibilidad de dar cumplimiento a la prestación a la que estaba obligada, esto es a realizar el pago mensual de las cuotas para la adquisición del inmueble y por consiguiente solicitar la resolución del contrato de compraventa de bien futuro celebrado con Los Portales.

22. En efecto, el artículo 1431 del Código Civil señala que, en los contratos con prestaciones recíprocas, si la prestación a cargo de una de las partes deviene imposible sin culpa de los contratantes, el contrato queda resuelto de pleno derecho; no obstante, la situación ajena descrita por la sociedad conyugal y que fuera ajena a las partes que celebraron el contrato de compraventa, no pueden ser consideradas como factor que determine la imposibilidad del cumplimiento de la prestación a la que se encontraba obligada la sociedad conyugal, máxime si ésta no ha sido acreditada.

23. De otro lado, respecto al alegato de la sociedad conyugal referido a que la situación delicada de salud de sus familiares era un caso fortuito o fuerza mayor, este Colegiado considera conveniente señalar que, doctrina autorizada11 señala que los casos fortuitos o de fuerza mayor tienen iguales características; no obstante, se considera que el caso fortuito alude solo a los accidentes naturales, en cambio, la fuerza mayor involucra tanto los actos de terceros como los atribuibles a la autoridad, por lo que la causal alegada por la sociedad conyugal para solicitar la resolución contractual por el incumplimiento de las obligaciones establecidas dentro del contrato de compraventa no se encuentra prevista como caso fortuito o fuerza mayor, por lo que corresponde desestimar dicho alegato.

24. A mayor abundamiento, esta Sala conviene señalar que, de la revisión del contrato de compraventa garantizada de bien futuro celebrado y suscrito por ambas partes –obrante en fojas 9 a 17 del expediente– no se advierte que la causal de resolución alegada por la sociedad conyugal se encuentre estipulada en el mismo, de manera que la propuesta de resolución de contrato ofrecida por la sociedad conyugal se encontraría enmarcada dentro de la figura jurídica del mutuo disenso12, por lo que Los Portales se encontraría facultado de aceptar o denegar la propuesta de los denunciantes, sin que exista causa injustificada de rechazar lo ofrecido tal y como se ha verificado en el presente caso.

25. Por las consideras antes expuestas, este Colegiado considera que corresponde confirmar la resolución venida en grado, en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta contra Los Portales, por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en tanto no quedó acreditado que se negó de manera injustificada a devolver a los denunciantes el monto cancelado por concepto de cuota inicial para la adquisición del inmueble, en virtud del contrato de compraventa celebrado entre ambas partes.

Sobre el interés para obrar respecto a la aplicación de una cláusula abusiva

26. El artículo 108 del Código, modificado por el Decreto Legislativo 1308, refiere en relación a todas aquellas conductas que transgreden las disposiciones contempladas en dicho texto normativo, esto es, aquellas infracciones administrativas en contra de los consumidores, que pondrá fin al procedimiento administrativo la resolución de la autoridad administrativa que declare la improcedencia de la denuncia de parte, entre otros, cuando exista falta de legitimidad o de interés para obrar del denunciante13.

27. En este punto, también corresponde precisar que, de conformidad con el artículo 116 del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General14, la autoridad administrativa sólo puede tutelar intereses legítimos de los consumidores –en los procedimientos iniciados por la denuncia de un consumidor– de allí que la ausencia de tal interés afecta la procedencia de la denuncia interpuesta.

28. Por su parte, el artículo 107 del Código establece que los procedimientos en materia de protección al consumidor se inician de oficio, bien por propia iniciativa de la autoridad, por denuncia del consumidor afectado o del que potencialmente pudiera verse afectado, o por una asociación de consumidores en representación de sus asociados o poderdantes o en defensa de intereses colectivos o difusos de los consumidores15.

29. Debe tenerse presente que los presupuestos procesales constituyen elementos indispensables que permiten a la autoridad administrativa dictar un pronunciamiento válido sobre el fondo de la controversia. Como lo señala la doctrina procesal, los presupuestos procesales son la competencia del juez, la capacidad de las partes, las formas esenciales del procedimiento, el interés para obrar y la legitimidad para obrar16.

30. Así, el interés para obrar se define como la necesidad indisponible e insustituible de tutela jurisdiccional para la resolución de un conflicto de intereses intersubjetivo o una incertidumbre jurídica, ambas con relevancia jurídica. En otras palabras, “es la necesidad de acudir al órgano jurisdiccional, como único medio capaz de procesar y posteriormente declarar una decisión respecto del conflicto que están viviendo”17.

31. Asimismo, el interés para obrar constituye un presupuesto procesal que permite al juez determinar la procedencia de una demanda, conforme lo dispuesto por el artículo 427 del Código Procesal Civil18. Este requisito de procedencia es también aplicable a las denuncias que se tramiten ante el Indecopi en materia de protección al consumidor, debido a la norma citada precedentemente y al carácter subsidiario de aquel cuerpo normativo19.

32. Por otro lado, también se infiere que un presupuesto procesal para la configuración válida de un procedimiento administrativo iniciado en mérito a una denuncia de parte es la existencia de un agravio. Esta lesión debe tener un destinatario, que es el sujeto procesal a quien la conducta cuestionada le ha producido efectos desfavorables y en quien radica el interés para denunciar tal acto. Este interés debe ser personal y directo, de manera que quien formule la denuncia busque obtener del procedimiento un pronunciamiento que declare, proteja o defina sus derechos particulares, y no la protección general del Estado de Derecho, la legalidad o el interés difuso o colectivo de los consumidores, cuya protección o patrocinio corresponde a la Administración o a las asociaciones sin fines de lucro que estén legitimadas para ello.

33. Así, ante denuncias de parte sobre el presunto carácter abusivo de una cláusula pueden presentarse tres (3) escenarios. En el primero de estos, se da cuando se denuncia la mera estipulación de una cláusula vejatoria, esto es, sin que dicha cláusula haya sido aplicada; el segundo de estos, cuando se denuncia que la estipulación cuestionada fue opuesta al consumidor generándose un detrimento a sus derechos; y, un tercero, cuando se denuncie el carácter abusivo de determinada estipulación en defensa de los intereses difusos o colectivos de los consumidores.

34. En el primer caso, debe considerarse que si bien en virtud del Código, el Indecopi tiene competencia para conocer, evaluar y determinar el presunto carácter abusivo de una cláusula en los contratos celebrados entre consumidores y proveedores, dicha facultad –ante denuncias de parte– se enmarca en los supuestos de afectación a un consumidor en concreto, por lo que la ausencia de esta acarreará la improcedencia de la denuncia formulada por una falta de interés legítimo para denunciar. En ese sentido, más allá de alegar la consignación de una cláusula de carácter presuntamente abusivo, lo cierto es que la autoridad no podría avocarse a analizar el fondo de dicha controversia puesto que no se ha producido perjuicio alguno al consumidor.

35. A mayor abundamiento, el propio Código en su artículo 5220 establece que la autoridad administrativa está facultada para inaplicar las cláusulas que hayan sido declaradas abusivas, siendo ello así, resulta inviable analizar la condición de abusiva o vejatoria de una cláusula, pues no se podrá declarar la inaplicación de la misma en la medida que no ha sido opuesta al consumidor.

36. En el segundo escenario, la ausencia del interés legítimo es superado, puesto que el administrado recurre a la autoridad para que esta evalúe y se pronuncie sobre el perjuicio derivado de la aplicación de una estipulación contractual, cláusula que eventualmente podría ser declarada abusiva por la autoridad, puesto que esta tendrá que analizar la legalidad e implicancias de la misma.

37. Finalmente, en el tercer escenario, debe partirse de que la autoridad administrativa debe analizar con precisión ante qué clase de interés se encuentra, supraindividuales –difusos o colectivos– o individuales, pues dependiendo de ello, la tutela otorgada a tales intereses será distinta, así como los efectos jurídicos que le correspondan a la resolución de la controversia planteada21.

38. Así, de concluirse que el hecho denunciado por un consumidor particular no da cuenta de una transgresión a su interés particular verificada en el marco de la relación de consumo entablada entre este y determinado proveedor, sino de una presunta transgresión a los intereses difusos o colectivos que contratan los servicios con determinado proveedor bajo cláusulas contractuales que contravendrían el ordenamiento jurídico, dicha denuncia deberá ser declarada improcedente, en tanto el consumidor-denunciante no estará legitimado a promover dicho acto, sino una asociación de consumidores debidamente reconocida por el Indecopi, actuando en nombre propio o la misma Administración a través del inicio de un procedimiento de oficio.

39. En el presente caso, la sociedad conyugal denunció a Los Portales en tanto incluyó en la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa de bien futura que, ante el incumplimiento de pago de tres cuotas cualesquiera o dos consecutivas, podría optar por dar por resuelto de manera unilateral el contrato, reteniendo el 30% del precio de venta pactado, por concepto de penalidad, lo cual constituía una cláusula abusiva.

40. La Comisión declaró fundada la denuncia interpuesta contra Los Portales por infracción de los artículos 1°.1 literal c) y 49 del Código, en tanto quedó acreditado que la denunciada incluyó en la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa de bien futuro que, ante el incumplimiento de pago de tres cuotas cualesquiera o dos consecutivas, por lo que podría optar dar por resuelto unilateralmente el contrato reteniendo el 30% del precio de venta pactado por concepto de penalidad.

41. En su recurso de apelación, Los Portales señaló lo siguiente:

(i) El contrato era válido y su contenido fue aceptado por ambas partes; no obstante, la sociedad conyugal pretendía desconocer las obligaciones contraídas en este;

(ii) la sociedad conyugal incumplió con el pago de tres cuotas correspondientes a los meses de octubre, noviembre y diciembre del año 2017, por lo que mediante carta notarial del 19 de diciembre del 2017 y de acuerdo a la cláusula décimo tercera del contrato, procedió a resolver de manera unilateral el mismo, aplicándole la penalidad del 30% del precio de venta pactado al capital abonado;

(iii) la cláusula décimo tercera no resultaba abusiva en tanto fue establecida expresamente, siendo aceptada por los denunciantes al momento de suscribir el contrato;

(iv) la cláusula penal era aplicada por el incumplimiento de la contraparte y como sanción al bloquear el inmueble para posibles ventas a clientes que sí podían cumplir con sus obligaciones, por lo que no se estaba creando una situación de desventaja ni anulando derechos, sino precisaba una consecuencia legalmente válida establecida en el Código Civil;

(v) la cláusula décimo tercera del contrato solo consagraba expresamente el remedio contractual legislado en el Código Civil para el caso del incumplimiento de la contraparte, por lo que no se podría alegar que se estaría violando la buena fe contractual;

(vi) en la resolución apelada, la Comisión no analizó de manera adecuada lo referido a la buena o mala fe de la cláusula décimo tercera, dedicando solo una línea en dicho extremo para determinar la infracción, por lo que no se encontraba debidamente motivada;

(vii) el monto de la penalidad no podía ser materia de análisis o determinación por parte de la entidad administrativa, siendo el poder judicial el ente competente para estimar si la penalidad era elevada o baja; incluso, fijar la penalidad sobre el monto pagado por el consumidor, conllevaría a que algunos incumplimientos fueran indemnizados con un monto menor a otros, castigándose a aquellos que cumplieron con pagar más cuotas frente a que aquellos que cumplieron menos;

(viii) la cláusula sétima y décimo tercera eran estipulaciones que regulaban situaciones distintas, estableciéndose en la primera el pago de una garantía al celebrarse el contrato de compraventa y no establecía ningún tipo de penalidad, mientras que la segunda establecía la penalidad del 30% del precio de venta en caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el contrato;

(ix) la cláusula materia de denuncia ya había sido analizada previamente en anteriores pronunciamientos del órgano de segunda instancia y en el contexto de contratos parecidos, determinándose que no constituía cláusula abusiva, vulnerándose los principios de razonabilidad y predictibilidad; y,

(x) la Comisión no graduó debidamente la sanción impuesta, cuestionando los factores de graduación utilizados, por lo que no ameritaba la imposición de una multa onerosa.

42. Al respecto, adicionalmente al medio probatorio señalado en el numeral 18 de la presente resolución, obra en el expediente el contrato de compraventa de bien futuro celebrado y firmado el 1 de setiembre del 2017 por la sociedad conyugal y Los Portales, aportado por ambas partes22, mediante el cual la denunciada se obliga a trasferir a la sociedad conyugal el Lote 5 de la Manzana H5 del proyecto inmobiliario “La Planicie de Piura - V Etapa” por un valor de US$ 17 890,00 pagado a plazos.

43. De la revisión de dichos medios probatorios, así como de la valoración de lo señalado por ambas partes del procedimiento, este Colegiado puede advertir que, a la fecha en que la sociedad conyugal presentó su denuncia (30 de octubre del 2018), ésta carecía de interés para obrar respecto a la inclusión, en el contrato de compraventa garantizada de bien futuro, de una presunta cláusula abusiva que establecía que, ante el incumplimiento de pago de tres cuotas cualesquiera o dos consecutivas, Los Portales podría optar dar por resuelto unilateralmente el contrato reteniendo el 30% del precio de venta pactado por concepto de penalidad.

44. En efecto, la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa establecía que, para que procediera la aplicación de la penalidad cuestionada bajo el supuesto de resolución unilateral por incumplimiento de pago, se tenía que producir el incumplimiento de tres cuotas cualesquiera o dos consecutivas; siendo que, a la fecha de la presentación de la denuncia –30 de octubre del 2017– la sociedad conyugal sólo había incurrido en el incumplimiento de una cuota, la cual venció el 1 de octubre del 2017, de manera que, a esa fecha la mencionada cláusula aún no había sido opuesta a los denunciantes, por lo que no se podría alegar afectación concreta alguna.

45. Cabe señalar que si bien, durante el desarrollo del procedimiento, Los Portales señaló que finalmente los denunciantes habían incurrido en el incumplimiento previsto contractualmente para que operara la resolución unilateral y la aplicación de la penalidad, lo cierto es que dicha situación no se presentaba al momento de la interposición de la denuncia (momento en el que se determina la existencia de interés para obrar de los denunciantes).

46. Por las consideraciones antes expuestas, este Colegiado considera que corresponde revocar la resolución venida en grado, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Los Portales; y, en consecuencia, se declara improcedente la denuncia por presunta infracción de los artículos 1°.1 literal c) y artículo 49 del Código, en tanto que, a la fecha de su presentación, la cláusula del contrato de compraventa que determinaba el pago de una penalidad del 30% por incumplimiento de pago, no había sido opuesta a los consumidores, por lo que carecían de interés para obrar.

47. En la medida que se ha revocado la resolución venida en grado que declaró fundada la denuncia; y, en consecuencia, se declara improcedente la misma, este Colegiado considera pertinente indicar que carece de objeto emitir un pronunciamiento sobre los alegatos presentados por Los Portales en su apelación en dicho extremo.

Sobre la medida correctiva, la graduación de la sanción, el pago de las costas y costos del procedimiento y la inscripción en el RIS

48. Habiéndose revocado el extremo fundado de la resolución impugnada, corresponde dejar sin efecto la misma en el extremo de la medida correctiva ordenada, la multa impuesta de cinco (5) UIT, el pago de costas y costos del procedimiento y la inscripción en el RIS.

Resuelve:
Primero: Confirmar la Resolución 693-2018/Indecopi-PIU del 18 de julio del 2018 emitida por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura, en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta por el señor Alejandro Callirgos Rivas y la señora Smith Francesca Ríos Rojas contra Los Portales S.A., por presunta infracción de los artículos 18 y 19 de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello, en tanto no quedó acreditado que se negó de manera injustificada a devolver a los denunciantes el monto cancelado por concepto de cuota inicial para la adquisición del inmueble.

Segundo: Revocar la Resolución 693-2018/Indecopi-PIU, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor Alejandro Callirgos Rivas y la señora Smith Francesca Ríos Rojas contra Los Portales S.A.; y, en consecuencia, se declara improcedente la denuncia por presunta infracción de los artículos 1°.1 literal c) y artículo 49 de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello, en tanto que, a la fecha de presentación de la denuncia, la presunta cláusula abusiva del contrato de compraventa, que determinaba el pago de una penalidad del 30% el incumplimiento en el pago del inmueble, no fue opuesta a los denunciantes, por lo que carecían de interés para obrar.

Tercero: Dejar sin efecto la Resolución 693-2018/Indecopi-PIU en los extremos de la medida correctiva ordenada, la multa impuesta de cinco (5) UIT, el pago de costas y costos del procedimiento y la inscripción en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi.

Con la intervención de los señores vocales Juan Alejandro Espinoza, Roxana María Irma Barrantes Cáceres, Oswaldo del Carmen Hundskopf Exebio y Jessica Gladys Valdivia Amayo.

Juan Alejandro Espinoza
Vicepresidente
__________

1 RUC 20301837896 con domicilio fiscal ubicado en jr. Mariscal La Mar 991 (esq. av. Ejército y Salaverry pisos 5, 6, 7) Lima - Magdalena del Mar.

2 Si bien la denuncia fue presentada ante el Órgano Resolutivo Sumarísimo de Protección al Consumidor del Indecopi de Piura, dicho órgano declinó su competencia mediante Resolución 45-2018/PS0-Indecopi-PIU del 16 de enero del 2018, en tanto el hecho controvertido superaba las 3 UIT, por lo que remitió la denuncia a la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura mediante Memorándum N.° 135-2018/PS0-Indecopi-PIU recibido el 7 de febrero del 2018.

3 Ley 29571. Modificado por el Decreto Legislativo 1308 del 29 de diciembre del 2016, Código de Protección y Defensa del Consumidor Artículo 18. Idoneidad. Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso.

La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado.

Las autorizaciones por parte de los organismos del Estado para la fabricación de un producto o la prestación de un servicio, en los casos que sea necesario, no eximen de responsabilidad al proveedor frente al consumidor.

Artículo 19.- Obligación de los proveedores. El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben sus productos o del signo que respalda al prestador del servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de los productos y servicios y éstos, así como por el contenido y la vida útil del producto indicado en el envase, en lo que corresponda.

4 Ley 29571. Modificado por el Decreto Legislativo 1308 del 29 de diciembre del 2016, Código de Protección y Defensa del Consumidor El proveedor es administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad, el riesgo injustificado o la omisión o defecto de información, o cualquier otra infracción a lo establecido en el presente Código y demás normas complementarias de protección al consumidor, sobre un producto o servicio determinado.

El proveedor es exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de un hecho determinante de un tercero o de la imprudencia del propio consumidor afectado. (...).

5 Texto Único Ordenado de la Ley 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo 173. - Carga de la prueba.

(...).
173.2 Corresponde a los administrados aportar pruebas mediante la presentación de documentos e informes, proponer pericias, testimonios, inspecciones y demás diligencias permitidas, o aducir alegaciones.

6 Código Procesal Civil. Disposiciones Complementarias. Disposiciones Finales. Primera. Las disposiciones de este Código se aplican supletoriamente a los demás ordenamientos procesales, siempre que sean compatibles con su naturaleza.

7 Código Procesal Civil. Artículo 196. Carga de la prueba. Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos.

8 En la foja 8 del expediente.

9 En la foja 18 del expediente.

10 Información que fue declarada confidencial por tiempo indefinido en tanto consistía en documentación médica sensible de terceros.

11 http://www.osterlingfirm.com/Documentos/articulos/Art%C3%ADculo%201314.pdf

12 Código Civil. Artículo 1313.- Por el mutuo disenso las partes que han celebrado un acto jurídico acuerdan dejarlo sin efecto. Si perjudica el derecho de tercero se tiene por no efectuado.

13 Ley 29571 modificada por el Decreto Legislativo 1308 del 30 de diciembre del 2016. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 108. - Infracciones administrativas. - Constituye infracción administrativa la conducta del proveedor que transgrede las disposiciones del presente Código, tanto si ello implica violar los derechos reconocidos a los consumidores como incumplir las obligaciones que estas normas imponen a los proveedores. También son supuestos de infracción administrativa el incumplimiento de acuerdos conciliatorios o cualquier otro acuerdo que de forma indubitable deje constancia de la manifestación de voluntad expresa de las partes de dar por culminada la controversia, de laudos arbitrales, y aquellos previstos en el Decreto Legislativo N.° 807, Ley sobre Facultades, Normas y Organización del Indecopi, y en las normas que lo complementen o sustituyan.

Sin que la presente enumeración sea taxativa, pondrán fin al procedimiento administrativo la resolución de la autoridad administrativa que declara la improcedencia de la denuncia de parte en los siguientes supuestos:

a) Si el denunciante no ostenta la calidad de consumidor final, conforme al presente Código.

b) Si el denunciado no califica como proveedor, conforme al presente Código.

c) Si no existe una relación de consumo, conforme al presente Código.

d) Si ha prescrito la facultad de la autoridad administrativa para determinar la existencia de infracción administrativa.

e) Si existe falta de legitimidad o interés para obrar.

f) Si el proveedor subsana o corrige la conducta constitutiva de infracción administrativa con anterioridad a la notificación de la imputación de cargos.

14 Decreto Supremo 006-2017-JUS. Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 116.- Solicitud en interés particular del administrado. Cualquier administrado con capacidad jurídica tiene derecho a presentarse personalmente o hacerse representar ante la autoridad administrativa, para solicitar por escrito la satisfacción de su interés legítimo, obtener la declaración, el reconocimiento u otorgamiento de un derecho, la constancia de un hecho, ejercer una facultad o formular legítima oposición.

15 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 107.- Postulación del procedimiento. Los procedimientos administrativos para conocer las presuntas infracciones a las disposiciones contenidas en el presente Código se inician de oficio, bien por propia iniciativa de la autoridad, por denuncia del consumidor afectado o del que potencialmente pudiera verse afectado, o por una asociación de consumidores en representación de sus asociados o poderdantes o en defensa de intereses colectivos o difusos de los consumidores. (...)

16 Monroy Galvez, Juan. Las Excepciones en el Código Procesal Civil Peruano. En: Themis 27, p.24.

17 Ibíd. loc. cit.

18 Código Procesal Civil. Artículo 427.- Improcedencia de la demanda. - El Juez declarará improcedente la demanda cuando:

(...).
2. El demandante carezca manifiestamente de interés para obrar;

19 Código Procesal Civil. Disposiciones Complementarias, Disposiciones Finales. Primera. - Las disposiciones de este Código se aplican supletoriamente a los demás ordenamientos procesales, siempre que sean compatibles con su naturaleza.

20 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 52.- Inaplicación de las cláusulas abusivas.

52.1 Las cláusulas abusivas ineficaces a que se refiere el presente Código son inaplicadas por la autoridad administrativa.

52.2 El ejercicio de esta facultad por la autoridad administrativa se hace efectivo sin perjuicio de las decisiones que sobre el particular pueden ser adoptadas en el ámbito jurisdiccional o arbitral, según fuese el caso.

21 “(...) Actualmente, es cada vez más frecuente que las relaciones de consumo se establezcan en forma masiva, situación que trae aparejada como consecuencia que cuando un proveedor lleve a cabo una conducta contraria a las normas de protección al consumidor, esta no solo vulnere a un consumidor en particular, sino que, por el contrario, se vea afectado simultáneamente un gran número de consumidores.

Los intereses difusos, a diferencia de los colectivos, pertenecen a un grupo de personas que no tienen vinculación alguna entre sí –más allá de haber consumido el producto o servicio materia de investigación–, siendo por ello indeterminado o de difícil determinación el número de personas afectadas. El ejemplo por excelencia de un interés difuso es la contaminación ambiental. En materia de protección al consumidor, podría plantearse un caso de esta naturaleza en productos farmacéuticos, cuando se ha comercializado un medicamento que contenía por error un componente distinto a los consignados en el rótulo del mismo.

Los efectos de una sentencia o resolución administrativa en la que se discutan intereses difusos y colectivos sería de aplicación para todos los posibles afectados. Ello quiere decir, siguiendo el ejemplo de los productos farmacéuticos, que, si se declarara fundada la denuncia, la sanción debería ser ejemplar para el infractor y la medida correctiva debería extenderse a todos aquellos que se vieron dañados con la ingesta de dichos medicamentos.

Por el contrario, si la pretensión se declara infundada, cualquier otra denuncia que verse sobre los mismos hechos en el mismo intervalo de tiempo debería ser declarada improcedente en forma liminar por la autoridad administrativa, debido a que los hechos denunciados fueron materia de un pronunciamiento anterior que liberó de responsabilidad al denunciado. Afirmar lo contrario, implicaría una trasgresión al principio de non bis in ídem reconocido en el artículo 139 incisos 3 y 13 de la Constitución Política del Perú. (...)” Cfr. Resolución 512-2012/SC2-Indecopi del 23 de febrero del 2012.
22 En fojas 9 a 17 y 189 a 193 del expediente.
Documento publicado en la página web de Indecopi.
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